
 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 

SINCELEJO 

Sincelejo, cuatro (4) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

RADICADO:          70-001-33-33-003–2016-00227-00 

DEMANDANTE:  ARMANDO MEDINA ALBIS 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE MORROA (SUCRE)    

MEDIO DE CONTROL:   EJECUTIVO 

  

ASUNTO:  Auto – Medidas cautelares. 

 

 

Revisado el expediente, advierte el Despacho que, efectivamente, corresponde 

decidir sobre solicitudes de ampliación de medidas cautelares presentadas por 

la parte demandante. 

 

1. ANTECEDENTES: 

  

En este proceso, se ha librado mandamiento de pago, decretado medidas 

cautelares y ordenado seguir adelante con la ejecución de la obligación. 

 

En esta ocasión, el apoderado de la accionante solicita se amplíen las medidas de 

embargo decretadas, proporcionando varios números de cuentas pertenecientes 

a la entidad accionada. 

 

2. CONSIDERACIONES: 

 

El artículo 45 de la Ley 1551 de 2012 señala:  

 

ARTÍCULO 45. NO PROCEDIBILIDAD DE MEDIDAS CAUTELARES. La 
medida cautelar del embargo no aplicará sobre los recursos del 

sistema general de participaciones ni sobre los del sistema general de 
regalías, ni de las rentas propias de destinación específica para el 
gasto social de los Municipios en los procesos contenciosos 

adelantados en su contra. 
 

En los procesos ejecutivos en que sea parte demandada un municipio 
solo se podrá decretar embargos una vez ejecutoriada la sentencia 

que ordena seguir adelante con la ejecución. 
 
En ningún caso procederán embargos de sumas de dinero 

correspondientes a recaudos tributarios o de otra naturaleza 
que hagan particulares a favor de los municipios, antes de que 

estos hayan sido formalmente declarados y pagados por el 
responsable tributario correspondiente. 
 

PARÁGRAFO. De todas formas, corresponde a los alcaldes asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones a cargo del municipio, para lo cual 

deberán adoptar las medidas fiscales y presupuestales que se 
requieran para garantizar los derechos de los acreedores y cumplir 
con el principio de finanzas sanas. 

 

Por su parte, los artículos 593 y 599 del Código General del Proceso indican: 
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“ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 

 
(…) 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y 
similares, se comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone 

el inciso primero del numeral 4, debiéndose señalar la cuantía máxima 
de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas 
más un cincuenta por ciento (50%). Aquellos deberán constituir 

certificado del depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los 
tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción 

del oficio queda consumado el embargo”. 
 

“ARTÍCULO 599. EMBARGO Y SECUESTRO. Desde la presentación de la 
demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes 
del ejecutado.” 

 

Ahora bien, el artículo 63 de la Constitución Política establece que son 

inembargables los bienes de uso público y los que determine la ley, de modo que 

la prohibición de embargar activos públicos tiene como objeto preservar los 

recursos destinados a la consecución de los fines esenciales del Estado, en 

especial, la protección de la dignidad humana, pues de no existir tal prohibición, 

podría afectarse el funcionamiento de la Administración y privilegiarse el interés 

particular sobre el general.  

 

Diversas normas han desarrollado este atributo jurídico, particularmente, algunas 

de ellas se han ocupado de calificar como inembargables las rentas incorporadas 

en el presupuesto general de la Nación, así como los bienes y derechos de los 

órganos que lo conforman. 

 

Por ejemplo, el artículo 594 del Código General del Proceso estableció una 

extensa lista de los bienes excluidos de la figura de embargo, incluyó como tal a 

los incorporados al presupuesto general de la Nación, pero también dio 

instrucciones para proceder cuando, pese a la prohibición, se ordenara la retención 

de aquellos; esto dice la norma: 

 

“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes 
inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 

especiales, no se podrán embargar: 
 

1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 
general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 
sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad 

social. 
 

(…) 
 

3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público 
cuando este se preste directamente por una entidad descentralizada de 
cualquier orden, o por medio de concesionario de estas; pero es 

embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del respectivo 
servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de dicho 

porcentaje. 
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Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse 
los bienes destinados a él, así como los ingresos brutos que se produzca 

y el secuestro se practicará como el de empresas industriales. 
 
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, 

salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos 
celebrados en desarrollo de las mismas. 

 
5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan 
anticipado o deben anticiparse por las entidades de derecho público a 

los contratistas de ellas, mientras no hubiere concluido su construcción, 
excepto cuando se trate de obligaciones en favor de los trabajadores de 

dichas obras, por salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones. 
 

(…) 
 

16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades 

territoriales. 
 

PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán 
de decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el 
evento en que por ley fuere procedente decretar la medida no obstante 

su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de embargo 
el fundamento legal para su procedencia. 

 
Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 
inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la 

procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de embargo, se 
podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la 

naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad 
destinataria de la medida, deberá informar al día hábil siguiente a la 
autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no acatamiento de 

la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de 
inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse 

dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la 
comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal a la regla de 
inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se 

recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar. 
 

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la 
medida de embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, pero 
congelando los recursos en una cuenta especial que devengue intereses 

en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce 
el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas 

solamente se pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre 
ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga fin al proceso que 
así lo ordene”. 

 

No obstante, la Honorable Corte Constitucional ha precisado que el principio de 

inembargabilidad de los recursos públicos no puede ser absoluto. 

 

En efecto, mediante la sentencia C-1154 de 2008 la Corte se pronunció sobre la 

demanda dirigida en contra del artículo 21 del citado Decreto 28 de 2008 y recogió 

su posición jurisprudencial para señalar que si bien es necesario preservar y 

defender aquella restricción, «ya que ella permite proteger los recursos financieros 

del Estado, destinados por definición, en un Estado social de derecho, a satisfacer 

los requerimientos indispensables para la realización de la dignidad humana», 

existen tres excepciones frente a su aplicación, a saber: 
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1. Cuando se deben cancelar créditos u obligaciones de origen laboral, con 

miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. 

 

2. Cuando se debe realizar el pago de sentencias judiciales para garantizar 

la seguridad jurídica y el respeto de los derechos en ellas reconocidos y 

 

3. Cuando se trate de pagos de títulos emanados del Estado que conceden 

una obligación clara, expresa y exigible. 

 

En dicha sentencia, el Alto Tribunal terminó resolviendo lo siguiente: 

 

“Declarar EXEQUIBLE, en lo acusado, el artículo 21 del Decreto 28 de 
2008, en el entendido de que el pago de las obligaciones laborales 

reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo máximo de 
dieciocho (18) meses, contados a partir de la ejecutoria de la misma, y 
de que si los recursos correspondientes a los ingresos corrientes de libre 

destinación de la respectiva entidad territorial no son suficientes para el 
pago de las citadas obligaciones, deberá acudirse a los recursos de 

destinación específica”. 
 

Posteriormente, a través de la sentencia C-313 de 2014 se pronunció así: 

 

“Ahora bien, en lo concerniente a la inembargabilidad de los recursos de 

la salud y a la destinación específica de los mismos, es de advertir que, 
tal como lo ha sostenido la Corte en varias de sus providencias, “la 

inembargabilidad busca ante todo proteger los dineros del Estado -en 
este caso los de las entidades descentralizadas del orden 
departamental- para asegurar en esa forma que se apliquen a los fines 

de beneficio general que les corresponden, haciendo realidad el 
postulado de prevalencia del interés común plasmado en el artículo 1º 

de la Carta”[490]. Para la Sala, la prescripción que blinda frente al 
embargo a los recursos de la salud, no tiene reparos, pues, entiende la 

Corte que ella se aviene con el destino social de dichos caudales y 
contribuye a realizar las metas de protección del derecho fundamental. 
Con todo, encuentra la Corporación que la regla que estipula la 

inembargabilidad, eventualmente puede chocar con otros mandatos, 
por ello, tienen lugar las excepciones al momento de definirse en 

concreto la procedencia o improcedencia de la medida cautelar. 
 
En este último sentido, advierte el Tribunal Constitucional que la 

aplicación del enunciado deberá estar en consonancia con lo que ha 
sentado y vaya definiendo la jurisprudencia, pues, la Corte se ha 

pronunciado respecto de la inembargabilidad de los dineros públicos, 
entre ellos algunos destinados a la salud, muestra de esto es la 
sentencia C-1154 de 2008, en la cual, se estudió si el mandato 

contenido en el artículo 21 del Decreto 28 de 2008  el cual preceptúa 
que los recursos del Sistema General de Participaciones son 

inembargables, concluyendo la Sala que: 
 
“(…) la prohibición de embargo de recursos del SGP (i) está amparada 

por el artículo 63 de la Carta Política, que autoriza al Legislador para 
determinar qué bienes y recursos públicos son inembargables. Así 

mismo, (ii) está dirigida a garantizar la destinación social y la inversión 
efectiva en los servicios de educación, salud, saneamiento básico y agua 
potable, de acuerdo con la exigencia prevista en los artículos 356 y 357 

de la Constitución y la reforma introducida en el Acto Legislativo No. 4 
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de 2007. Además, (iii) es coherente con el mandato que el 
Constituyente dio al Gobierno Nacional para definir una estrategia de 

monitoreo, seguimiento y control al gasto ejecutado con recursos del 
SGP, con miras a garantizar las metas de continuidad, calidad y 
cobertura definidas en la ley. Desde esta perspectiva, es claro que la 

cláusula de inembargabilidad de los recursos del SGP persigue fines 
constitucionalmente legítimos, compatibles con la naturaleza y destino 

social de esos recursos (…)”. 
 
Sin embargo, en la misma decisión se reconoce que la 

inembargabilidad no opera como una regla, sino como un 
principio y por ende no debe tener carácter absoluto.  

Observó la Sala: 
 

“(…) no pueden perderse de vista otros valores, principios y derechos 
constitucionales como la dignidad humana, el principio de seguridad 
jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia y el derecho al 

trabajo, entre otros. Es por ello que (la norma cuestionada) acepta la 
imposición de medidas cautelares, para lo cual advierte que las mismas 

se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de las 
entidades territoriales (…)”. 
 

“(…) podrán imponerse medidas cautelares sobre los ingresos corrientes 
de libre destinación de la respectiva entidad territorial, y, si esos 

recursos no son suficientes para asegurar el pago de las citadas 
obligaciones, deberá acudirse a los recursos de destinación específica 
(…)”. 

 

Bajo esa misma línea teórica, el Honorable Consejo de Estado ha reiterado: 

 

Providencia del 18 de marzo de 2022 (Rad. 63001-33-33-006-

2020-00044-01 (67.769): 

 

“Las excepciones a la inembargabilidad de las rentas del presupuesto 

general de la Nación y del sistema general de participaciones han sido 
reiteradas por la jurisprudencia de la Corte Constitucional57, por lo 

que es imperativo tener en cuenta tales criterios al analizar la 
procedencia de la medida cautelar de embargo y secuestro, cuando se 
trate de la ejecución de sentencias. 

 
Igualmente, y en aplicación de la tesis descrita, esta Corporación se 

ha pronunciado en múltiples decisiones en el sentido de reiterar las 
excepciones a la inembargabilidad del presupuesto general, frente a 

i) obligaciones laborales, ii) el pago de sentencias o iii) la existencia 
de títulos emanados del Estado con obligaciones claras, expresas y 
exigibles, así como de resaltar la embargabilidad excepcional de 

recursos de libre destinación del sistema general de participaciones 
para garantizar el pago de las obligaciones laborales reconocidas 

mediante sentencia.  
 
Entretanto, se ha precisado que, en el caso del embargo de dineros 

del presupuesto general para la ejecución de sentencias o 
conciliaciones aprobadas por el juez, se procederá primero con los 

recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones y, de ser necesario, sobre los demás bienes de las 
entidades u órganos respectivos. 

 
Es importante anotar que, aunque el ya mencionado artículo 594 del 

CGP estableció que las rentas del presupuesto general de la Nación 
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son inembargables, ello no permite concluir que la postura 
jurisprudencial esbozada haya perdido vigencia, pues tal y como ha 

sido expresado por el Consejo de Estado, tal normativa guarda 
semejanza con la que ya fue analizada por la Corte Constitucional y a 
partir de la cual se establecieron las excepciones a la 

inembargabilidad, motivo por el cual es plenamente aplicable. 
 

En suma, el Consejo de Estado, en aplicación del precedente de 
la Corte Constitucional, ha reconocido que, si bien los recursos 
del presupuesto general de la Nación, del sistema general de 

participaciones y del sistema general de regalías son 
inembargables, los primeros se pueden embargar por 

excepción, cuando el mandamiento de pago se haya librado: i) 
con base en obligaciones laborales, ii) con fundamento en 

sentencias en contra de la entidad pública ejecutada, que se 
encuentren en firme y cuyo pago sea exigible y iii) para el 
cobro de títulos a cargo de la entidad ejecutada en los que 

conste una obligación clara, expresa y exigible. 
 

Frente a los recursos del sistema general de participaciones, el 
embargo procederá cuando se busque satisfacer créditos 
laborales y se trate de ingresos de libre destinación y, en lo 

que tiene que ver con los recursos del sistema general de 
regalías, ni el legislador ni la jurisprudencia constitucional 

establecieron excepciones que permitieran su embargabilidad 
excepcional, de modo que tales emolumentos son 
inembargables, según lo dispuesto en el CGP y en la Ley 2056 

de 2020. 
 

Finalmente, el parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA previó 
que el monto asignado para sentencias y conciliaciones no se 
puede trasladar a otros rubros y es inembargable, así como los 

recursos del fondo de contingencias; empero, el artículo 
2.8.6.1.6.1.163 del Decreto 1068 de 2015 estipuló que el 

embargo de recursos pertenecientes al presupuesto general de 
la Nación se haría frente a aquellos ingresos depositados en 
cuentas corrientes, de ahorros o productos bancarios abiertos 

por las entidades públicas obligadas al pago de las condenas, 
cuando se trate del cobro de sentencias o conciliaciones. 

 
La norma anterior precisó el alcance de los eventos en que los recursos 
del presupuesto general son embargados para el cumplimiento de 

sentencias o conciliaciones, en el sentido de que en esos casos la 
medida recaerá sobre los productos financieros de la entidad pública 

que deba pagar la condena, de ahí que tal aspecto también debe 
tenerse en cuenta a efectos de la implementación de tal cautela. 

 

Providencia del 22 de noviembre de 2021 (Rad. 63001-23-33-

000-2021-00057-01(67357): 

 

“(…) El Consejo de Estado señaló que aunque el principio de 
inembargabilidad ampara los bienes, las rentas y los derechos que 

componen el presupuesto general de la Nación, el mismo no es una 
garantía de aplicación incondicional y absoluta, ya que, cuando el juez 

observe que el funcionario competente no desplegó las conductas 
tendientes a pagar una sentencia dentro del plazo legal establecido 
para tal efecto, bien puede decretar las órdenes de embargo que 

considere necesarias conforme a la ley para garantizar el respeto por 
los derechos reconocidos a terceros en la respectiva sentencia . 
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23. En esa misma línea y con apoyo en múltiples pronunciamientos de 

la Corte Constitucional, esta Corporación  ha sostenido que la 
excepción a la inembargabilidad de los recursos públicos se presenta 
cuando lo que se reclama tiene que ver con: (i) la necesidad de 

satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral con miras a 
efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas ; (ii) el 

pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el 
respeto de los derechos reconocidos en dichas providencias ; y (iii) la 
ejecución de una obligación clara, expresa y exigible contenida en un 

título emanado del Estado . 
 

24. Con base en la normativa y la jurisprudencia citada, resulta claro, 
entonces, que el argumento de la Nación - Rama Judicial, según el 

cual sus recursos y rentas son inembargables por estar incorporadas 
en el Presupuesto General de la Nación –artículo 19 del Estatuto 
Orgánico del Presupuesto– no está llamado a prosperar, dado que, en 

este caso, estamos ante una de las hipótesis en que no opera la regla 
de inembargabilidad de los recursos públicos, por cuanto la medida 

cautelar de embargo y secuestro decretada, busca asegurar la 
ejecución de una sentencia proferida por esta jurisdicción y, por ende, 
resulta procedente para garantizar la seguridad jurídica y el respeto 

de los derechos reconocidos en esa providencia, como última 
expresión del derecho de acceso a la administración de justicia y la 

realización de los contenidos que informan la garantía a la tutela 
judicial efectiva. 
 

25. De otro lado, la recurrente hace referencia a que el parágrafo 
segundo del artículo 195 de la Ley 1437 de 2011, norma aplicable al 

presente asunto, dispuso que los rubros asignados para el pago de 
sentencias y conciliaciones, así como los recursos del Fondo de 
Contingencias son inembargables. Al respecto, la Sala precisa que, 

tratándose de la ejecución que se adelante para el cobro de una 
sentencia judicial, la aplicación de esta norma no impide el embargo 

de los recursos que pertenecen al Presupuesto General de la Nación y 
que se encuentren depositados en cuentas corrientes, de ahorros o 
CDT abiertas por las entidades públicas obligadas al pago de la 

condena, aspecto precisado con toda claridad por el artículo 
2.8.1.6.1.1 del Decreto 1068 de 2015, “Por medio del cual se expide 

el Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito 
Público”, en el cual se dispone textualmente: 
 

“ARTÍCULO 2.8.1.6.1.1. Inembargabilidad en cuentas abiertas a favor 
de la Nación. Cuando un embargo de recursos incorporados en el 

Presupuesto General de la Nación sea ordenado con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo 192 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sólo se podrá 

practicar sobre la cuenta o cuentas corrientes que reciban recursos 
del presupuesto nacional, abiertas a favor de la entidad u organismo 

condenado en la sentencia respectiva. 
  

“PARÁGRAFO. En ningún caso procederá el embargo de los recursos 
depositados por la Nación en cuentas abiertas exclusivamente a favor 
de la Nación - Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional 

del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el Banco de la 
República o en cualquier otro establecimiento de crédito” (se resalta). 

 
26. En estos términos, tal como tuvo oportunidad de precisar esta 
Sala en reciente oportunidad  la norma transcrita fija los límites de la 
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embargabilidad de los recursos del Presupuesto General de la Nación, 
bajo las siguientes reglas:  

 
a) La prohibición del parágrafo 2 del artículo 195 del CPACA se 
refiere a los rubros del presupuesto destinados al pago de sentencias 

y conciliaciones y al Fondo de Contingencias.  
 

b) También son inembargables las cuentas corrientes abiertas 
exclusivamente a favor de la Nación - Dirección General de Crédito 
Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

 
c) Por el contrario, pueden ser objeto de embargo las cuentas 

corrientes, de ahorros y otros productos bancarios abiertos por las 
entidades públicas que reciban recursos del Presupuesto General de 

la Nación, cuando se trata del cobro ejecutivo de sentencias o 
conciliaciones”. 
 

Providencia del 30 de septiembre de 2021 (Rad. 41001-23-31-

000-2010-00577-02(2459-18): 

 

“(…) [E]n la sentencia C-1154 de 2008, la Corte Constitucional 
estableció tres excepciones a la regla general de inembargabilidad de 

recursos públicos incorporados al Presupuesto General de la Nación, 
(…) dispuso que los recursos del Presupuesto General de la Nación 

podrían ser embargados, cuando se trata de: 1. Créditos u 
obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al 

trabajo en condiciones dignas y justas. 2. El pago de sentencias 
judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 
derechos reconocidos en dichas providencias. 3. Títulos emanados del 

Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible (…) [S]e 
colige que la decisión del Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

obedeció, únicamente, al análisis de los artículos 593 y 594 del Código 
General del Proceso, a partir de lo cual precisó la imposibilidad de 
decretar medidas de embargo sobre recursos provenientes del 

presupuesto general de la Nación, y concluyó que el pago de las 
sentencias está garantizado a través de los rubros destinados en cada 

vigencia presupuestal. (…) [E]s claro para la Sala que el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca incurrió en desconocimiento del 
precedente constitucional relacionado con las excepciones al principio 

de inembargabilidad de recursos públicos, lo que, como bien lo señaló 
la Sección Cuarta de esta corporación, vulnera los derechos 

fundamentales a la igualdad y al debido proceso de la accionante (…)”. 
 

En el presente caso, el Despacho estima que se cumplen con las excepciones 

señaladas por la jurisprudencia para que proceda el embargo de dineros 

públicos, pues el presente título ejecutivo corresponde a un crédito proveniente 

de un título emanado del Estado con obligaciones claras, expresas y exigibles. 

Por lo cual, se accederá a la solicitud de embargo y retención de dineros. 

 

Bajo ese orden de ideas, se accederá a la solicitud de embargo en los términos 

que se indicaran más adelante, conforme las medidas ya decretadas en el 

presente caso.  

 

Igualmente, la Secretaría deberá realizar el correspondiente registro de las 

solicitudes de remanentes provenientes de otros juzgados.  

 
En mérito de lo expuesto, se   
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RESUELVE 

 

PRIMERO: Ratifíquese las medidas cautelares decretadas en este proceso. 

 

SEGUNDO: Ordénese el embargo y la retención de las sumas de dineros 

que se encuentren o lleguen a depositarse en las siguientes cuentas de 

Bancolombia, pertenecientes al Municipio de Morroa:  

 

-. “Cuenta Corriente Nº 111-914134-89”. 

-. “Cuenta Corriente Nº111-710998-39”. 

-. “Cuenta Corriente N° 111-805838-78. 

-. “Cuenta Corriente N° 111-808087-41”. 

-. “Cuenta Corriente N° 111-340871-15”. 

 

TERCERO: Ordénese el embargo y la retención de la tercera parte de las 

sumas de dinero provenientes de los siguientes tributos; que hayan sido 

formalmente declarados y pagados, en virtud de lo establecido en el artículo 

45 de la Ley 1551 de 2012 y correspondientes a las siguientes cuentas 

de Bancolombia del Municipio de Morroa: 

 

-. “Cuenta de Ahorros Nº 111 -605904-85, Sobretasa a la gasolina”;  

-. “Cuenta de Ahorros Nº 111-656518-73, Impuesto Predial”; 

-. “Cuenta Corriente Nº 111-842209-88, Impuesto Vehículo Automotor”,  

-. “Cuenta Corriente N° 240-02669-0 Impuesto Transporte Crudo”. 

-. “Cuenta de Ahorros N° 111-421161-21 Impuesto Transporte Crudo”. 

-. “Cuenta de Ahorros N° 111-827305-58 Margen de Comercialización”. 

-. “Cuenta de Ahorros N° 111-605909-90, Impuesto Predial, Industria y 

Comercio”. 

 

CUARTO: Adviértase que el monto total del dinero retenido no podrá exceder 

i) de $254.858.908,5 y ii) hasta en una tercera parte si se tratare de rentas 

destinadas al servicio público. 

 

QUINTO: Requiérase nuevamente a las entidades bancarias y 

financieras para que se sirvan dar cumplimiento a las medidas de embargo 

decretadas en el presente proceso.  

 

SEXTO: La Secretaría deberá realizar el correspondiente registro del embargo 

de remanentes decretados por los Juzgados Primero y Segundo Administrativos 

Orales del Circuito de Sincelejo.  

 

SÉPTIMO: Téngase al Dr. Andrés Felipe Diaz Herazo como nuevo 

apoderado del accionante, en los términos del poder conferido.  

 

OCTAVO: Adviértase que cualquier memorial o documento con destino al 

proceso deberá ser enviado al correo institucional del Despacho: 

adm03sinc@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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NOVENO: Hágase el registro correspondiente en SAMAI; plataforma en donde 

los sujetos procesales podrán hacer seguimiento al proceso.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ALBERTO JR MANOTAS ACUÑA 
JUEZ 

(Firmado electrónicamente1) 

                                                           
1 Este documento fue generado con firma electrónica a través de la plataforma SAMAI. Podrá 
validar su integridad y autenticidad en el enlace 
https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador.aspx  

https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/documentos/evalidador.aspx

